Carátula 


(Ingresa a Sala la delegación de la Organización Nacional 
de Jubilados y Pensionistas del Uruguay (ONAJPU) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En nombre de la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social doy la 
bienvenida a los representantes de ONAJPU, que ya han estado en esta Comisión anteriormente. 


SEÑOR PORRAS.- Soy Vicepresidente de ONAJPU y en nombre de nuestra organización y en el de 
los compañeros profesionales -con quienes estamos trabajando en coordinación y hoy presentarán 
algo que compartimos totalmente-, quisiera agradecer el que nos hayan recibido. 


A mi derecha se encuentra el compañero Sixto Amaro, que será quien realice la exposición 
inicial; también está presente el compañero Humberto Rodríguez, que hablará sobre el problema de la 
vivienda, y el compañero Manuel Saa, que se referirá a la reforma tributaria. 


Reiterando nuestro agradecimiento, si los señores Senadores no tienen inconveniente, 
pediría que hiciera uso de la palabra nuestro Secretario General. 


SEÑOR AMARO.- Hace algunos días compartimos con el señor Senador Lara -quien nos enorgulleció 
con su presencia- la realización del Congreso. Con los demás señores Senadores, seguramente 
habremos estado trabajando en varias oportunidades, en estas cuestiones que hacen a la calidad de 
vida de los jubilados y pensionistas. 


La problemática principal que hoy experimenta nuestro sector respecto de las condiciones 
económicas de los jubilados y pensionistas, se ve constantemente agravada por el deterioro del valor 
de los haberes que nosotros percibimos. A esta circunstancia se le suman los costos relacionados con 
la protección de la salud a edades avanzadas y lo que tiene que ver con las soluciones habitacionales, 
que es un tema aún pendiente para miles de nosotros. 


Esta situación se ha visto profundizada en el último tiempo, si consideramos el lapso que va 
de 2001 a 2004. Es así que podemos constatar, de acuerdo con las propias cifras oficiales del Banco 
de Previsión Social, que hemos perdido el 26,02% de nuestro poder adquisitivo, y se aprecia 
claramente esa pérdida de la cuarta parte del poder adquisitivo de las jubilaciones. Expresadas a 
valores reales, nuestras prestaciones valen hoy una cuarta parte menos que en 2001. Otra forma de 
visualizarlo es pensar que, en términos reales, los jubilados, en vez de cobrar todo el año, sólo lo 
hacemos ocho veces por año. 


Todo esto está enmarcado en una realidad que nos obliga a tener en cuenta que este sector 
de la población es el único que no recibe el decimotercer sueldo, el que en ocasión de las fiestas 
tradicionales cobran los trabajadores de todos los sectores del país, para llegar con mayor dignidad a 
la presentación de la mesa de la familia uruguaya. La falta del aguinaldo o prestación especial de fin de 
año no permite a los jubilados del Banco de Previsión Social acceder, siquiera, a pequeñas cuotas de 
bienestar o a la alegría que representa llevar a la mesa de Navidad o de fin de año una contribución. 


En estos momentos hemos discutido con el Poder Ejecutivo dos temas puntuales. El primero 
de ellos, que ha tomado estado público, es el de la prima por edad, que fue otorgada a través de una 
ley en el año 1960, pero luego derogada por el Acto Institucional N* 9 de la dictadura, en octubre de 
1979. Desde la reinstauración de la democracia hasta la fecha, los jubilados hemos venido bregando a 
todos los niveles por obtenerla nuevamente. Sin embargo, hasta el día de hoy la sociedad uruguaya 
está en deuda con los jubilados de nuestro país, ya que los valores que en 1960 el Legislador 
fundamentó en la necesidad que los adultos mayores de esa edad tienen en materia de salud y de 
alimentación especial -considerando, además, que muchos no se valen por sí mismos y necesitan 
dinero para cubrir esos menesteres en los últimos años de su vida-, no se han tenido en cuenta. 


El Poder Ejecutivo acaba de formularnos una propuesta que nosotros estimamos insuficiente, 
para calificarla de alguna manera. Nos dice que sí va a haber prima por edad a partir de enero, pero 
para los jubilados que ganan menos de $ 4.446, a lo que se agrega que el ingreso “per cápita” de la 
familia debe ser menor, también, a $ 4.446. Esto significa una pérdida de la independencia económica 
del hombre o de la mujer que ha trabajado toda una vida y ha contribuido a construir el país que hoy 
tenemos. La prestación que recibe queda vinculada a otros familiares, que no siempre están 
dispuestos a contribuir o a compartir o, en todo caso, es ese hombre o esa mujer la que no está 
dispuesta a perder la independencia económica. Nos parece que es desconsiderado manejar una 
prima por edad con estos parámetros. 


Pero ello no es todo, ya que actualmente la prima por edad es de $ 633 mensuales, cifra que 
a partir del 1% de enero debería tener el aumento que indique el Índice Medio de Salarios, o sea, 
aproximadamente un 10% más, ya que no fue considerada en setiembre con el adelanto del 3% que se 
experimentó; sin embargo, el Poder Ejecutivo propone que la prima por edad se vaya dando 
gradualmente en cinco años. Quiere decir que el monto total de la prima por edad será cubierto recién 
en 2011, por lo que los jubilados que lleguen -ojalá lleguemos todos- a ese año, habrán sorteado una 
cantidad de escollos de todo tipo para finalmente cobrarla. En concreto, en 2007 la prima por edad 
tendría un valor de $ 126,60. 


Este planteo que se nos ha hecho, a nuestro juicio, no es de recibo y revela falta de 
consideración y de atención a los problemas de los jubilados y pensionistas, pudiendo asimilarse más 
esa actitud a un interés por el control de los números y de los guarismos y al mantenimiento de la 
mayor cantidad posible de dinero en las arcas del Estado. 


Por nuestra parte, hemos dicho que nos sacamos el sombrero ante los representantes del 
Ministerio de Economía y Finanzas, porque manejan los números con una maestría realmente 
asombrosa. La propuesta que nos hacen hoy, en cuanto a la participación del Estado en la suma 
planteada, constituye exactamente la mitad de la que nosotros rechazamos en julio y agosto. 
Concretamente, se nos había hecho en aquella oportunidad una propuesta que no era de recibo, pues 
consistía en una prima por edad que recibirían sólo los pasivos mayores de 80 años. Como los señores 
Senadores deben saber, de la franja de jubilados y pensionistas que tienen entre 70 y 80 años de 
edad, mueren 18.000 por año y solamente 18 pasivos de cada 100 superan los 80 años en condiciones 
de salud que, lamentablemente, no son buenas. En definitiva, en aquella oportunidad rechazamos esa 
prima por edad que se planteaba dar a los mayores de 80 años; pero lo más llamativo es que la suma 
de $ 633, que en esta nueva propuesta se daría a un número mayor de jubilados con ingresos que no 
superan los $ 4.446 y 70 años de edad, en el total anual representa una cifra de U$S 4:000.000; en 
cambio, la anterior que rechazamos, significaba una suma de U$S 8:000.000 por año. Nosotros 
queremos creer que el Poder Ejecutivo ha manejado estos números sin haber recurrido a una 
información de carácter social que tuviera en consideración, realmente, el significado de la prima por 
edad para los mayores de 70 años. 


Por consiguiente, la Organización Nacional de Jubilados y Pensionistas del Uruguay pone en 
conocimiento de los miembros de esta Comisión la razón por la cual no hace suyo el proyecto de ley 
que se planteó en la Comisión de Seguridad Social de la Cámara de Representantes y que reimplanta 
la prima por edad para los mayores de 70 años. Este planteo que fue realizado en dicha Comisión -y 
que el señor Senador Lara integraba en aquellos momentos-, ahora, no aparece y tampoco vemos que 
se defienda tan apasionadamente como hace unos años. Realmente, sentimos una enorme 
preocupación en ese sentido, porque si hace algunos años la prima por edad para mayores de 70 años 
era viable, no entendemos por qué ahora, cuando el país exporta más, el Banco de Previsión Social y 
la Dirección General Impositiva recaudan más y las importaciones baten todos los récord nacionales, 
etcétera, se dice que no hay dinero para hacer frente a estos compromisos sociales que, de alguna 
manera, forman parte de esa deuda interna que tiene el Poder Ejecutivo con los jubilados y 
pensionistas. 


Por esas razones, solicitamos a esta Comisión que se hagan los mayores esfuerzos para 
impulsar un proyecto de ley que resuelva este problema. Sabemos que los proyectos de ley vinculados 
a la seguridad social deben venir del Poder Ejecutivo porque, de lo contrario, serían una minuta de 
comunicación. De cualquiera manera, nos parece importante que la opinión pública conozca la 


voluntad política de otorgar a los jubilados y pensionistas este objetivo que nosotros, desde hace tantos 
años, venimos reclamando. 


Hay otro tema puntual que queremos plantear en la Comisión y tiene que ver con la 
remuneración especial de fin de año. Pedimos una partida equivalente a tres Unidades Reajustables - 
aproximadamente $ 700- para todos los jubilados y pensionistas que dependemos del Banco de 
Previsión Social. ¿Que significa esto para nosotros? lr recobrando la dignidad; por ejemplo, poder 
comprar un pan dulce, championes a un nieto o colaborar con la mesa de fin de año. Se trata de 
sentirnos útiles y ser parte de nuestra sociedad, la cual, permanentemente, nos pretende marginar. 


Con respecto a esta prestación especial de fin de año para los jubilados y pensionistas del 
Banco de Previsión Social, hemos elaborado un proyecto de ley del cual los señores Senadores tienen 
una copia. El doctor Hugo de los Campos nos ha ayudado en la redacción de esta iniciativa. Allí se 
hace referencia a las facultades que tiene el Poder Ejecutivo para destrabar la aplicación de un 
impuesto a los cigarrillos y licores, lo cual permitiría recaudar U$S 22:000.000, que es el costo total de 
esta prestación especial de fin de año para nuestro sector. Se nos ha dicho que no hay dinero y que, 
por lo menos este año, descartemos la retribución especial de fin de año para nuestro sector. Es decir 
que se vuelve a plantear la marginación de los jubilados y pensionistas en cuanto a poder recibir esta 
contribución especial. 


Queremos que desde esta Comisión se impulse un proyecto de ley o una minuta de 
comunicación al Poder Ejecutivo que fundamente el aguinaldo de fin año para los jubilados. Asimismo, 
también lo vamos a reclamar ante la opinión pública con los mecanismos gremiales que nuestra 
organización tiene a nivel nacional. 


Estos son los temas que queríamos plantear ante la Comisión. Así como los asuntos de la 
educación, de alguna manera, motivaron un debate entre todos los sectores del país, y al igual que los 
relativos a la salud, queremos impulsar ahora una discusión a nivel nacional con todos involucrados, 
acerca de qué seguridad social queremos los uruguayos. La situación que vivimos hoy, con 8.000 
jubilados que ganan menos de $ 1.500 por mes y con decenas de miles de jubilados y pensionistas 
que ganan menos de $ 3.000 por mes, de alguna manera, muestra al mundo cuál es la seguridad 
social, en este caso, de jubilados y pensionistas, que el país está desarrollando. 


Nosotros queremos ser muy claros con los miembros de esta Comisión. Pensamos que la 
Ley N* 16.713, a través de la cual se crearon las AFAP, es el flagelo principal que hoy soporta la 
seguridad social. Y, entre otras cosas, del año 1996 a la fecha, han ido a parar a las arcas de las AFAP 
-que es un sector financiero y no de seguridad social- U$S 1:720.000. En consecuencia, ese dinero 
dejó de incorporarse al Banco de Previsión Social, se rompió la solidaridad intergeneracional y se fue 
creando un deterioro cada vez mayor en el sector. A tal punto esto es así que hoy se dice que no se 
puede cumplir con una prima por edad -de aproximadamente U$S 8:000.000 anuales- y que no hay 
aguinaldo para los jubilados. Lo cierto es que, insisto, seguimos con jubilaciones que son más que 
paupérrimas, de $ 1.500 o menos de $ 3.000 por mes, siendo el promedio general de los jubilados que 
dependemos del Banco de Previsión Social, de $ 5.500 por mes. 


Entonces, queremos que los integrantes de la Comisión conozcan estas preocupaciones y 
que tengan información precisa sobre estos temas puntuales por los que estamos bregando, como la 
prima por edad y la retribución especial de fin de año. 


También vamos a exponer el tema de la vivienda; concretamente, el compañero Humberto 
Rodríguez, que es miembro de nuestra Comisión de Vivienda, va a hablar de ello. 


SEÑOR RODRIGUEZ.- Creo que todo el Parlamento conoce -y no de ahora- el tema de la vivienda de 
los jubilados. Es un problema que se viene arrastrando desde hace muchos años y que comenzó en el 
año 1992, cuando la ONAJPU debió hacer un recurso de amparo porque se le descontaba el dinero a 
los jubilados pero no se hacían viviendas. Ese recurso de amparo se hizo contra el Banco Hipotecario 
del Uruguay, el Banco de Previsión Social, el Ministerio de Economía y Finanzas y el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. Como lo ganamos, conseguimos que la Justicia obligara al Banco 


Hipotecario a entregar determinada cantidad de apartamentos que se habían hecho para otros 
sectores de la sociedad, entre ellos los de las Fuerzas Armadas. Sin embargo, luego siguió habiendo 
inconvenientes. Si bien es cierto que a partir de 1993 hubo un desarrollo más acorde con las 
necesidades de vivienda, no es menos cierto que siempre hubo dificultades en estas cuestiones. 


Para no quitar tiempo a los señores Senadores, simplemente voy a decir que desde 
diciembre de 1987 a la fecha, los jubilados y pensionistas hemos aportado de nuestras jubilaciones 
U$S 460:000.000 y se nos han entregado 5.600 viviendas. 


Quiero mencionar que acaba de incorporarse a la reunión el compañero Geza Stari, 
representante nuestro ante el Banco de Previsión Social. 


Hay un déficit muy importante de dinero, que no aparece por ningún lado. Hemos pedido al 
Director anterior y al actual del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente que 
se nos rinda cuentas de cuánto se ha invertido y cuál es el saldo en la cuenta que el Banco de 
Previsión Social abrió a nombre del Ministerio en el Banco de la República, pero hasta ahora no hemos 
logrado que se nos dé. Lo cierto es que tenemos una situación deficitaria muy importante que todavía 
no hemos podido resolver. 


Más grave aún es que, de esas 5.400 viviendas entregadas, hay un 25% de intrusos, que lo 
son por diferentes razones. Hay intrusos por designación de usufructuarios mal hecha -que no tienen 
derecho-, o porque han roto las puertas y se han metido dentro o porque han comprado esa vivienda a 
otra gente que sí tenía derecho. Es decir que hay varias modalidades de intrusos, pero el hecho 
concreto es que un 25% de las viviendas construidas con el dinero de los jubilados -aceptado por el 
propio Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente- están ocupadas en forma 
irregular. 


En su momento, cuando se consideró la segunda Ley de Urgencia, dijimos que el Ministerio 
no tenía condiciones estructurales para resolver el tema de la vigilancia y administración de esas 
viviendas. Por eso, finalmente, se terminó tercerizando ese servicio, por lo que son empresas 
particulares las que se encargan de saber en cuáles viviendas vive gente que le corresponde, cuántos 
intrusos hay, si se hace juicio de desalojo o no, si hay viviendas que necesitan refacción y de qué tipo, 
etcétera. Entonces, la experiencia que llevamos desde hace más de un año con algunas de las 
empresas particulares, es negativa. Hemos planteado al Poder Ejecutivo y a los Ministerios 
correspondientes la necesidad de que esa administración pase al Banco de Previsión Social, 
organismo natural que no sólo tiene por ley la obligación de adjudicar las viviendas y seleccionar los 
candidatos a utilizarlas, sino también de controlar. 


Hace ya más de un año logramos, felizmente, un acuerdo con la Presidencia de la República, 
pero recién hoy surge un proyecto que está recorriendo los distintos Ministerios, a fin de que sea 
firmado por los Secretarios de Estado correspondientes para que el Poder Ejecutivo lo envíe al 
Parlamento a los efectos de establecer que la administración de estas viviendas pase al Banco de 
Previsión Social. Este es un proyecto que no nos satisface en lo que tiene que ver con la forma en que 
se encaró, aunque todo dependerá de la reglamentación. 


El compromiso que hicimos con el Poder Ejecutivo es que esa administración pase al Banco 
de Previsión Social sobre la base de que éste establezca un departamento, una gerencia que 
específicamente entienda del tema de la vivienda, con representación directa de los jubilados, como 
forma de terminar con este caos que hay con las viviendas de los jubilados. El proyecto de ley no 
recoge lo que acabo de expresar y nosotros creemos que el Parlamento debe reparar esta omisión que 
se cometió en la elaboración de dicha iniciativa; además, esperamos que se envíe en esta Legislatura. 


Otro aspecto que nos preocupa, y del que no hemos recibido información, es qué va a pasar 
con el Fondo de Vivienda de los jubilados cuando se empiece a aplicar la reforma tributaria. De 
acuerdo a lo que se nos ha dicho se eliminarían todos los Impuestos a las Retribuciones Personales 
que existen, y nosotros estamos aportando a nuestro Fondo a través del IRP. Si éste se elimina, se 
habrá conspirado contra una obra de carácter social. ¿Por qué? Porque no solamente no se 


construirán más casas, sino que las que están construidas y ocupadas no podrán ser reparadas ni 
mantenidas en usufructo. Entonces, reitero que estaríamos conspirando contra el principio fundamental 
de otorgar viviendas a las personas que perciban jubilaciones menores a 12 Unidades Reajustables, tal 
como establece actualmente la ley. 


Al día de hoy, el Banco de Previsión Social está recaudando por estos conceptos U$S 680.000 
mensuales, y la otra parte, equivalente a unos U$S 17:000.000 o U$S 18:000.000, la aporta el 
Ministerio de Economía y Finanzas, pues se liberó a los jubilados y pensionistas que perciben menos 
de tres Salarios Mínimos Nacionales de la aportación que estaban haciendo para el Fondo de Vivienda. 
La ley encomendó al Ministerio de Economía y Finanzas a aportar esa diferencia al Fondo de Vivienda. 


Entonces, volviendo a lo que señalé antes, si desaparece dicho Impuesto -aportación de 
carácter solidario tal como lo planteamos cuando salió la ley en el Parlamento en el año 1987- 
naturalmente que no van a estar ni los U$S 680.000 que el Banco de Previsión Social recauda, ni 
tampoco los U$S 17:000.000 o U$S 18:000.000 anuales que el Ministerio está volcando al Fondo para 
construir más viviendas, a pesar de las dificultades que tenemos. No se han licitado viviendas desde 
hace tres años y recién se están estudiando los pliegos para construir 600 casas, lo que quiere decir 
que hasta dentro de un año y medio, por lo menos, no vamos a tener viviendas para entregar a los 
jubilados. 


Otra de las preocupaciones que tenemos es que cuando se implemente el Impuesto a la 
Renta en la reforma tributaria, se tenga en cuenta el problema que se va a plantear si se elimina el 
aporte del IRP de los jubilados para el Fondo de Vivienda. No sabemos lo que va a pasar en otros 
sectores, pero seguramente se van a plantear problemas similares. 


Estas eran las dos cuestiones que queríamos presentar a la Comisión, más allá de que el 
tema de la vivienda no es la cuestión específica de este grupo de trabajo, pero creemos que es un 
asunto del Parlamento en general, más allá de las Comisiones que tengan que resolver este punto. 


SEÑOR SAA.- Vengo en representación de los jubilados profesionales, de los jubilados escribanos y 
de los jubilados bancarios, nucleados en la AJUPE. 


Quiero plantear un tema que tiene que ver con la reforma tributaria. Sé que esta Comisión no 
es la que se ocupa de este problema, pero de acuerdo con lo que hablamos con la Secretaría de la 
Comisión de Hacienda -que nos comunicó que hiciéramos una solicitud de audiencia-, lo más probable 
es que no nos puedan recibir en ese ámbito. Frente a esa situación, queremos dejar establecida aquí, 
frente a Senadores que van a tener que tratar este asunto, la posición de todas las asociaciones y de la 
propia ONAJPU, que se adoptó en el último Congreso, con relación a la reforma tributaria. 


Quiero decir que empezamos a trabajar en este anteproyecto desde el 30 de noviembre del 
año pasado -fecha límite que se había fijado-, por lo que no es un tema que venimos a plantear a 
último momento. En ese sentido, la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios 
tomó una postura en la que subrayaba las discrepancias con el anteproyecto, por una serie de 
elementos que no vale la pena mencionar ahora. 


A partir de ese momento, establecimos contacto con todas las Cajas paraestatales y también 
con la ONAJPU, a los efectos de encauzar una posición que estuviera a favor del país. No estamos 
negando el hecho de que este país -ya sea a través de una reforma tributaria o de algún otro 

mecanismo-, perciba una cantidad de dinero para solventar distintos aspectos del quehacer nacional; 

por el contrario, solicitamos que este anteproyecto tenga, por lo menos, equidad, eficiencia, 
simplicidad, suficiencia y estímulo a la inversión productiva. Queremos que esté encuadrado dentro de 
esos términos, pero no hay que olvidar -como lo dijo el compañero de ONAJPU- que hemos perdido el 
poder adquisitivo de nuestras jubilaciones, en un 26%, desde el año 2002 hasta el presente. Eso no lo 
hemos recuperado nunca, por lo que seguimos con un poder adquisitivo disminuido. 


Con este proyecto que está en manos de los señores Senadores y que vino de la Cámara de 
Representantes, los jubilados profesionales, probablemente, vamos a tener que pagar cinco o seis 


veces más al Estado, por concepto de tributos. Esto, para una capacidad de pago como la nuestra, 
implica un monto muy importante. No queremos entrar en la consideración del tema, en el sentido de 
cuáles son nuestras propuestas, pero en cierto momento llegamos a formular una, de cinco puntos, en 
la que establecimos un mínimo de diez bases de prestaciones para empezar a aportar, es decir, que el 
mínimo imponible sería una cifra bastante mayor a la actual y, sobre todo, a la que se votó, hace unos 
días, en el Parlamento. 


Otro punto importante de nuestro proyecto tiene que ver con el hecho de que se admita una 
deducción real de gastos de salud. ¿Por qué? Porque los jubilados, cuando llegamos a determinada 
edad, estamos en el límite entre la vida y la muerte y muchas veces debemos recurrir al médico, 
comprar medicación, hacernos análisis, etcétera, todo lo cual representa sumas de dinero que, en 
estos momentos, son realmente importantes y onerosas. Entonces, lo que planteamos es la 
posibilidad de deducir realmente, mediante técnicas para controlar los gastos de salud -y no estafando 
al país, puesto que no es nuestra pretensión- , una cifra determinada que no sobrepase el 15%. 


Quiero dejar sentado que los dirigentes hemos trabajado incansablemente en este tema. Es 
más, todos los días nuestros representados, nuestros afiliados, en la Caja de Jubilaciones nos 
preguntan si no nos podríamos reunir para declarar inconstitucional -de acuerdo con artículo 67- este 
asunto. Podrá o no ser declarado inconstitucional; sé que es un tema complejo y difícil pero, reitero, 
todos los afiliados nos lo plantean. ¿Qué les puedo contestar? “No te manejes con esos términos, 
dedicate a lo que dijimos”. No les puedo decir eso. Sólo les puedo responder que el tema está en sus 
conciencias y lo van a determinar de acuerdo con sus criterios, porque esto va a responder a la 
respuesta individual de cada uno de los afiliados. En ese sentido, les puedo adelantar que en la Caja 
Notarial -no sé qué sucederá en las otras- va a ser masivo el número de afiliados que planteen el tema 
de la inconstitucionalidad. 


Quería citar esto, fundamentalmente, para que nuestras posturas consten en la versión 
taquigráfica. Nosotros debemos concurrir a las Asambleas y explicar qué hemos hecho respecto del 
tema. Así, hemos solicitado ser recibidos por las Comisiones de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración, y por la de Hacienda de la Cámara de Representantes y hasta por la 
Secretaría de la Presidencia de la República. Como no nos va a quedar tiempo para poder concurrir a 
la Comisión de Hacienda, lo planteamos en ésta -que es de Seguridad Social-, que también tiene que 
ver con el problema y que quienes la integran también forman parte del Senado y lo van a tener que 
discutir, aunque no sé de que forma. 


Hemos traído el informe que habíamos presentado en la Comisión de Hacienda de la Cámara 
de Representantes, para que los señores Senadores lo lean y conozcan nuestra postura; pero quiero 
aclarar que los $ 14.800 -es decir, 10 Bases de Prestación-, se ajustaban a la canasta básica familiar, 
que estaba en el orden de los $ 30.000 para tres personas. Sobre ese criterio realizamos los cálculos 
matemáticos correspondientes y obtuvimos esa cifra de $ 14.800, como base imponible. A partir de ese 
mínimo, la mayor parte de los profesionales -más allá de que alguno pueda protestar- estaríamos de 
acuerdo en colaborar con el país. 


SEÑOR STARI.- Mi nombre es Geza Stari y soy Director -representante de los jubilados- del Banco de 
Previsión Social e integrante de ONAJPU, la organización que promovió este cargo. 


Ante todo quiero pedir disculpas porque se me había comunicado que la reunión era a la 
hora 17 y 30. Llegué uno o dos minutos después, porque tenía otras tareas, y me encontré con que la 
reunión ya había comenzado. Como representante de los jubilados acompaño todas las delegaciones 
de ONAJPU, entendiendo que éste es uno de mis papeles, además de mi responsabilidad en el 
Directorio. 


Simplemente voy a transmitir dos preocupaciones en la misma dirección de algunos 
planteamientos que escuché mientras estaba presente. 


En primer lugar, nos preocupa mucho el tema de las viviendas. Sabemos que sobre este 
proyecto ya hay consenso: está firmado por el Ministro de Trabajo y Seguridad Social y el Ministro de 


Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, pero, cuando se iba a remitir al Parlamento, 
Jurídica entendió que, como modifica una disposición que había sido firmada por todos los Ministros, 
debía tener también la firma de todos ellos. 


Nuestra preocupación es que este proyecto, con el tratamiento que corresponde en las dos 
Cámaras, se apruebe en el menor plazo posible, porque la demora ocasiona múltiples problemas. Las 
viviendas pertenecen al Banco de Previsión Social, pero cada vez que hay un problema relacionado 
con la administración, el camino entre la administradora, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, y el Banco de Previsión Social, y luego a la inversa, hace que haya 
viviendas que no se desocupan como corresponde y que no estén a disposición de los adjudicatarios 
en un plazo razonable. 


El segundo tema tiene que ver con la eliminación de determinados aportes que estaban 
destinados al Fondo de Vivienda y con la necesidad de que ese Fondo se siga incrementando. En este 
sentido simplemente señalo que cuando se modificó la tributación, los jubilados que percibían hasta 6 
Bases de Prestación dejaron de aportar el 1% y quedó vigente solamente el 2% para los que percibían 
una cifra mayor a ese mínimo, que es lo que ocurre ahora; pero había una disposición que establecía 
que los fondos no vertidos por lo que se dejaba de recaudar, serían proporcionados por Rentas 
Generales. De alguna manera, lo que queremos es ver si esa disposición no se mantiene para el caso 
anterior en que se dejaba de descontar a los de 6 Bases de Prestaciones, o si no mantiene su vigencia 
cuando lo que se deja de descontar es todo el resto. Por esa vía el tema estaría solucionado con una 
ley interpretativa que estableciera que esa disposición seguiría vigente para quienes se hacía el 
descuento a partir de ese momento. 


SEÑOR VAILLANT.- Aquí se ha planteado la duda con respecto a los aportes que hoy van con destino 
a la construcción de viviendas para jubilados. 


Tuve la necesidad de salir un momento de la Comisión porque me quedó la idea de que 
había una disposición en la reforma tributaria que establecía que no se afectaba los recursos para la 
vivienda y pude confirmar que, efectivamente, esto existe en uno de los últimos artículos del proyecto. 
Allí se establece que Rentas Generales se encargará de verter los importes correspondientes a 
aquellos tributos que tenían afectaciones especiales y que fueron eliminados. Es decir que las 
afectaciones especiales que tenían los aportes sobre las jubilaciones que son derogadas por la reforma 
tributaria, Rentas Generales será la responsable, de acuerdo con la propia ley, de verter directamente 
los recursos eliminados. 


Todo esto corresponde exactamente con lo que ha dicho el señor Stari. 


SEÑOR PORRAS.- Queremos agradecer que nos hayan escuchado y esperamos ser comprendidos, 
ya que nuestros planteos son sumamente necesarios y tienen mucha urgencia. 


(Ocupa la Presidencia la señora Senadora Dalmás) 


SEÑORA PRESIDENTA.- Acá hay un planteo sobre reforma tributaria que será materia de discusión 
de los Senadores, pero no de esta Comisión de trabajo. 


Se hicieron algunas afirmaciones que llevan a pensar que suena bastante justo y atendible el 
asunto de las deducciones de salud, que es un tema bastante sensible, como sucede con otros casos 
de deducciones. 


Quiero decirles que si bien ésta es una etapa, la reivindicación acerca de nuevas 
deducciones no termina acá, continúa en el futuro, como lo ha dicho una y otra vez el señor Ministro de 
Economía y Finanzas y lo acaba de repetir en el día de hoy. Es posible que por una cuestión de 
responsabilidad fiscal y de un cambio del sistema tributario tan grande, pueda haber dudas en cuanto a 
cómo va funcionar; pero el objetivo es incorporar nuevas deducciones en la medida que esto funcione y 
que el Estado no pierda recaudación. 


Sé que hay planteos de varios sectores y uno de los más justos es el tema de los gastos de 
salud de los jubilados, en el que no está todo perdido. Si comienza a funcionar la reforma que ha sido 
declarada, una y otra vez, como dinámica y si el Estado recauda ciertos límites normales, seguramente 
se generará una nueva discusión sobre deducciones. Pienso que por el momento tal vez no sea 
posible, pero en un tiempo será bueno levantar esa reivindicación. 


Muchas gracias. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18:00) 
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